Santiago, seis de noviembre de dos mil dieciocho.


Vistos: 

Que en estos autos han comparecido las señoras Carmen Hertz Cádiz, Claudia Mix Jiménez, Camila Rojas Valderrama, Emilia Nuyado Ancapichún, Marisela Santibáñez Novoa y Cristina Girardi Lavín, y los señores  Hugo Gutiérrez Gálvez, Gonzalo Winter Etcheberry, Gabriel Boric Font y Tomás Hirsch Goldschmidt, Diputados de la República, solicitando la remoción del Fiscal Nacional del Ministerio Público en virtud de la causal de negligencia manifiesta en el desempeño de sus funciones, prevista en el artículo 53 de la Ley N° 19.640,  Orgánica Constitucional  del Ministerio Público, sobre la base de los siguientes hechos: 

1.- El día 18 de diciembre de 2017 el Fiscal Nacional  recibió al senador don  Hernán Larraín Fernández, en virtud de una solicitud de audiencia para tratar la situación del imputado, senador Iván Moreira Barros en una de las  causas instruidas para investigar el financiamiento irregular de las actividades políticas, más conocida como caso Penta. El motivo explicitado para la audiencia era la necesidad de acelerar el proceso penal al cual estaba sujeto el imputado aludido, con miras a afectar lo menos posible los quórums propios de la actividad parlamentaria.   

2.- El día 20 de enero del mismo año 2017 el Fiscal Nacional recibió en audiencia al abogado Rodrigo Zegers Reyes, representante del imputado Santiago Valdés Gutiérrez, para tratar de una solicitud  también vinculada al caso denominado Penta, referida a la agrupación de dicha investigación con la arista conocida como Soquimich, con el objeto de que ambas quedaran bajo la dirección del Fiscal Regional de Valparaíso.  Una vez escuchados los abogados (ya que a dicha audiencia asistió también el abogado del imputado señor  Contesse) y previo a resolver, el Fiscal Nacional dispuso se le informara el estado de las causas mencionadas. Cumplidas dichas diligencias, se pronunció sobre lo pedido, negando la agrupación de investigaciones planteada. 

3.- Con ocasión de la comparecencia en el Congreso Nacional de doña Paulina Ruiz, Presidenta de la Federación Nacional del Ministerio Público,  y de las declaraciones vertidas por ella  al canal de televisión CNN, el Fiscal Nacional ordenó al Fiscal Regional Occidente iniciar una indagación por un delito no especificado. En el referido procedimiento  la dirigente fue interrogada  sobre sus dichos en televisión, en calidad de testigo de un presunto delito contra los Derechos Humanos,  por lo que ella formuló denuncia ante la justicia laboral por práctica antisindical, la que se tramitó y terminó por avenimiento, dejándose constancia en tal instrumento que la causa penal iniciada fue archivada. 

4.- Claudia Muñoz Orellana, administradora pública que se desempeñó en la Unidad de Estudios del Ministerio Público, fue víctima de acoso laboral por parte de su  jefatura, lo que fue denunciado, dándose  inicio a la correspondiente investigación administrativa. Durante la vigencia de la licencia médica presentada por la trabajadora y que obedecía a una patología de origen laboral, por resolución suscrita por el Fiscal Nacional se dispuso el término de su  contrato, conforme lo previsto en el artículo  81 k) de la Ley 19.640, lo que fue denunciado ante la judicatura laboral, acogiéndose la correspondiente tutela y ordenando el pago de las indemnizaciones correspondientes. 
5.- Por último, se denuncia que el día 24 de abril del año en curso, en la Cuenta Pública rendida,  el Fiscal Nacional se refirió a la conciencia que deben tener los fiscales en el sentido de que sus investigaciones pueden afectar el funcionamiento de otros poderes del Estado, como el Congreso Nacional, si es que afectan los quórums de votaciones legislativas, alterando con ello la representación popular que sus miembros ejercen.

Los hechos reseñados, expresan, configuran la causal de remoción que se invoca, ya que de acuerdo a la historia del establecimiento de la hipótesis alegada, el concepto de negligencia acuñado en la ciencia jurídica, en el derecho administrativo y en la jurisprudencia de los tribunales superiores de justicia y de la Contraloría General de la República - lo que relacionan con el principio de probidad - concluyen que la conducta del funcionario debe ser intachable y su desempeño referido al cargo o función pública, honesto y leal,  con preeminencia del interés general por sobre el particular, siendo el conflicto de interés el área más común de conducta antiética. Las exigencias detalladas no han sido satisfechas por el Fiscal Nacional de acuerdo a los hechos descritos, ya que en lo relacionado con los signados 1.- y 2.-, intervino en asuntos en los que estaba comprometida su imparcialidad, en virtud de la manifestación espontánea y explícita que hiciera de la inhabilidad que le afectaba en razón del vínculo de parentesco que lo liga con don Alfredo Moreno Charme, gerente entonces del grupo de empresas involucradas, durante las etapas de su designación como Fiscal Nacional, lo que fue expresamente recogido por la máxima autoridad del Ministerio Público de la época, que entregó la dirección de dichas investigaciones al Fiscal Regional Metropolitano Oriente. Dicha intervención, además, está vedada por expresa disposición legal, el artículo 420 del Código Procesal Penal, y en razón de lo prescrito en el artículo 17, letra a) de la Ley Orgánica del Ministerio Público.
A su turno, los hechos signados 3. y 4. también permiten – en su concepto- sostener una negligencia manifiesta en la actuación del requerido ya que, por una parte, hizo uso de la facultad extraordinaria de dar inicio a una investigación penal, consagrada en el artículo 19 de la Ley 19.640, de una manera carente de racionalidad y en circunstancias que tenía interés en el asunto, toda vez que los dichos de la señora Ruiz, referidos a las condiciones laborales de los funcionarios del Ministerio Público, tenían al Fiscal Nacional como responsable último, en su calidad de director de la institución, por lo que la orden de instruir la causa y las diligencias dispuestas como consecuencia de lo anterior lesionaron la libertad sindical de la asociación al operar como una forma de amedrentamiento. En el caso de la señora Muñoz, la causal se configura por la vulneración del estándar objetivo de probidad administrativa a través de mecanismos formales, como lo fue su separación, fundada en la hipótesis legal invocada. Por último, los dichos emitidos en la cuenta pública escapan del marco que permiten sus fines,  previstos en el artículo 21 de la Ley 19.640, y no constituyen los denominados criterios de actuación del Ministerio Público que el Fiscal Nacional puede determinar para el cumplimiento de los objetivos establecidos en la Constitución Política de la República y en las leyes, de acuerdo al procedimiento que describe, por lo que cualquier otra indicación se encuentra al margen de la referida cuenta pública y permite sostener la infracción a la prohibición de impartir instrucciones particulares a fiscales que instruyen ciertas y determinadas causas, referidas a un grupo específico de imputados. 
Evacuando el traslado conferido, el Fiscal Nacional señor Jorge Abbott, después de analizar la normativa aplicable y la clase de responsabilidad que puede dar lugar a la causal alegada, sostuvo a fojas 144 que no ha infringido las reglas de probidad aplicables. Sobre los hechos alegados, indica en primer término que efectivamente la inhabilidad referida fue expresada con ocasión de su comparecencia en la Comisión Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado cuando era candidato a Fiscal Nacional, señalando en su virtud que no dirigiría la investigación del caso conocido como Penta, decisión que adoptó no por tener causal de inhabilidad, sino por razones de transparencia y objetividad. En tales términos, entonces, podía recibir a los solicitantes de la audiencia, requerida conforme a la Ley de Lobby, solicitar informes y responder en los términos que lo hizo, argumentos que reproduce al hacerse cargo del segundo hecho invocado. En relación a la decisión de instruir investigación penal por los dichos de doña Paulina Ruiz, hace presente que ella declaró en los medios de comunicación que en el Ministerio Público se violaban los derechos humanos, afirmación grave que podía dar cuenta de la comisión de delitos, por lo que emitió la instrucción que se le reprocha, sin que la investigación incoada pudiera avanzar debido a que la señora Ruiz no entregó antecedentes. En lo concerniente a la situación de doña Claudia Muñoz Orellana, hace presente que su desvinculación se dispuso  sólo tres meses después de que asumiera como fiscal nacional, de acuerdo al procedimiento que regula el artículo 81 letra k) de la Ley Orgánica del Ministerio Público, de manera que su separación no guarda relación con la denuncia que ella intentara en sede judicial por acoso laboral. Por último, en lo que respecta a sus dichos en la cuenta pública, señala que ellos constituyen opiniones que, en sí mismas, no son ilegales ni quebrantan el principio de probidad, al no constituir un criterio de actuación. De acuerdo a lo expresado, se permitió indicar que lo deseable era que los fiscales aplicaran un extremo rigor en las investigaciones que conducen, sin perjuicio de tener en cuenta que había un conjunto de ciudadanos afectados por falta de representación, durante el período de desafuero. Tales expresiones no son una instrucción particular al formar parte de la cuenta pública cuyo destinatario es la ciudadanía y porque le está  vedado impartirlas, motivos por los cuales solicita el rechazo del requerimiento formulado, con costas. 

En la oportunidad procesal determinada a fojas 227, se recibió la  prueba documental y testimonial  ofrecida fojas 1 y 144, además de la  declaración del Fiscal Nacional. 
A fojas 266 se ordenó traer los autos en relación, convocando al Tribunal Pleno para la audiencia del día 17 de octubre del año en curso, oportunidad en la que se escucharon los alegatos de las defensas de las partes. 

Con lo relacionado y considerando:

1°  Que de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 91 de la Constitución Política de la República al Fiscal Nacional del Ministerio Público le corresponde “la superintendencia directiva, correccional y económica" del servicio, conforme a dicha ley orgánica, en su calidad de “jefe superior", de manera que es “responsable de su funcionamiento" (art. 13, inciso 1°, de la Ley 19.640).

La  Ley Orgánica Constitucional citada expresa las atribuciones que integran tales facultades privativas en el orden directivo, correccional y económico, señalando que le corresponde fijar criterios de actuación del Ministerio Público para el cumplimiento de los objetivos establecidos en la Constitución y en las leyes, dictando las instrucciones generales que estime necesarias para el adecuado cumplimiento de las tareas de dirección de la investigación de los hechos punibles, ejercicio de la acción penal y protección de las víctimas y testigos; fijar los criterios aplicables en materia de recursos humanos, remuneraciones, inversiones, gastos de los fondos respectivos, de planificación del desarrollo y de administración y finanzas; crear unidades especializadas para colaborar con los fiscales a cargo de la investigación de determinados delitos; dictar reglamentos que correspondan a la superintendencia directiva, correccional y económica, determinando la forma de funcionamiento de las fiscalías y demás unidades del Ministerio Público y el ejercicio de la potestad disciplinaria correspondiente; nombrar y solicitar la remoción de los fiscales regionales; resolver las dificultades que se susciten entre ellos acerca de la dirección de la investigación, el ejercicio de la acción penal pública o la protección de las víctimas o testigos, determinando en ejercicio de esta facultad, la Fiscalía Regional que realizará tales actividades o dispondrá las medidas de coordinación que fueren necesarias; controlar el funcionamiento administrativo de las Fiscalías Regionales; administrar en conformidad a la ley los recursos asignados al Ministerio Público; y ejercer las demás atribuciones que esa u otra ley orgánica constitucional le confirieren.
A su turno, el artículo 21 del mismo texto señala que el Fiscal Nacional rendirá cuenta de las actividades de la institución que dirige en el mes de abril de cada año, en audiencia pública, debiendo referirse en ella a los resultados obtenidos en las actividades realizadas, la que debe incluir información estadística, uso de recursos, dificultades presentadas y, cuando lo estime pertinente, sugerir políticas públicas y modificaciones legales que estime necesarias para una efectiva persecución de los delitos, la protección de las víctimas y de los testigos, y el adecuado resguardo de los derechos de las personas; dando a conocer los criterios de actuación de la institución que se aplicarán durante el período siguiente.

2° Que de acuerdo a lo expresado, al Fiscal Nacional le compete disponer lo correspondiente con miras a asegurar el cumplimiento de los objetivos que  la Constitución y las leyes asignan al Ministerio Público, siendo responsable del adecuado funcionamiento de la institución. La referida conceptualización de la función permite concluir que el rol que la ley le asigna al interior de la institución es de jefatura, con atribuciones de carácter organizativo destinadas a garantizar el cumplimiento de los fines propios de la misión encomendada constitucional y legalmente, para lo cual cuenta con las facultades ya reseñadas.
En tales condiciones, del examen atento de la ley citada aparece que el ejercicio de la actividad privativa del Ministerio Público en cuanto ente persecutor se encuentra entregada a los fiscales que, con arreglo a la ley, dirigen las investigaciones y ejercen la acción penal pública, sin perjuicio de los controles jerárquicos del funcionamiento de las unidades respectivas  y de la actuación de los funcionarios de su dependencia, por parte de las jefaturas, ya que sólo en forma excepcional la ley contempla la posibilidad que el Fiscal Nacional asuma de oficio la dirección de la investigación, el ejercicio de la acción penal pública y la protección de víctimas y testigos respecto de determinados hechos que se estimaren constitutivos de delito, cuando la investidura de las personas involucradas como imputados o víctimas lo hiciere necesario para garantizar que dichas tareas se cumplirán con independencia y autonomía. 
Del mismo estudio aparece, además, que el régimen de inhabilidades previsto en los artículos 54 y siguientes de la Ley Orgánica ha sido establecido fundamentalmente para el desempeño de esa actividad privativa, esto es la dirección de la investigación y el ejercicio de la acción penal pública, estatuto que opera cuando el fiscal se vea afectado por las causales allí descritas, relativas principalmente  a la circunstancia de ser parte o tener interés en el caso de cuya investigación se trate; la existencia de ciertos grados de parentesco, relación jurídica o de hecho o conflicto con las partes, sus representantes legales o abogados, así como con los jueces ante los cuales debe desempeñar sus funciones, estableciendo un plazo para su manifestación, sin perjuicio de encontrarse obligado a continuar con la práctica de las diligencias urgentes que sean necesarias para evitar el perjuicio de la investigación. La misma normativa establece también un procedimiento para la invocación de tales causales por alguna de las partes del procedimiento, las que deben ser resueltas por los fiscales que se indican en el artículo 59.
A su turno, los artículos 60 y siguientes establecen las incapacidades, incompatibilidades y prohibiciones a que se encuentran sujetos los fiscales, abordando en estas últimas, en lo pertinente a la situación que se revisa,  la imposibilidad de estos funcionarios de intervenir en razón de sus funciones en asuntos en que tengan interés personal o los parientes o personas relacionadas con el funcionario que se indican en la letra b) del artículo 63.
Asimismo, conforme las normas del Título VI, al Fiscal Nacional le corresponde determinar la forma de contratación y expiración de los servicios de los funcionarios que se desempeñan en el Ministerio Público, regulando el artículo 81 la forma de terminación de los contratos de trabajo de los funcionarios que no sean de exclusiva confianza y el procedimiento aplicable para el caso de la causal prevista en su letra k), indicando, por último, que los reclamos a que diere lugar el procedimiento adoptado para la terminación de las relaciones laborales se rigen, en lo no previsto por la Ley Orgánica, por el Código del Trabajo.
3° Que, sentado el marco normativo que regula el desempeño de la autoridad cuestionada, corresponde analizar los hechos materia del requerimiento, en cuanto conducta  efectivamente atribuible a don Jorge Abbott Charme en su calidad de Fiscal Nacional, de cuyo examen es posible concluir que no se encuentran controvertidos los siguientes aspectos:

- En los días señalados del año 2017, el Fiscal Nacional recibió al senador don  Hernán Larraín Fernández y al abogado Rodrigo Zegers Reyes, en audiencias solicitadas por ellos, para tratar la situación de los imputados Iván Moreira Barros y Santiago Valdés Gutiérrez, respectivamente, por la preocupación del primero sobre la influencia de la duración de las investigaciones  asociadas al caso “Penta” en el proceso parlamentario y del segundo, por la existencia de investigaciones paralelas que podrían afectar los derechos de su representado, referidas a las indagaciones conocidas como “Caso Penta” y “Caso SOQUIMICH”. 

- Por Resolución FN/MP N° 1543-2016 de 12 de agosto de 2016, el Fiscal Nacional señor Abbott designó al Fiscal Regional de la Fiscalía Regional Metropolitana  para iniciar y dirigir una investigación penal tendiente a establecer la existencia de hechos constitutivos de delito en las vulneraciones de los Derechos Humanos al interior del Ministerio Público denunciadas por doña Paulina Ruiz Tapia, Presidenta de la Federación Nacional del Ministerio Público en declaraciones reproducidas en diversos medios de comunicación, procedimiento en el que  la dirigente declaró como testigo y que terminó por resolución que dispuso su archivo.
- En virtud de los hechos reseñados en el párrafo que precede, don Claudio Carvallo Román y doña Paulina Ruiz Tapia, en representación de la Federación Nacional de Trabajadores del Ministerio Público, interpusieron la correspondiente denuncia por prácticas desleales y antisindicales, la que se tramitó ante el Segundo Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago y que terminó por acuerdo de 30 de enero de 2017.


- Con fecha 31 de marzo de 2016  el Fiscal Nacional puso término a la relación laboral de doña Claudia Muñoz Orellana, administradora pública que se desempeñaba en la Unidad de Estudios del Ministerio Público, en virtud de la causal prevista en la letra k) del artículo 81 de la Ley 19.640, lo que fue impugnado ante la judicatura laboral, acogiéndose la correspondiente tutela y ordenando el pago de indemnizaciones.
- El día 24 de abril del año en curso  el Fiscal Nacional rindió cuenta pública, formulando consideraciones referidas a los delitos de corrupción, para cuyo tenor no consultó al Consejo General de acuerdo al procedimiento previsto en los artículos 17 a) y 25  de la Ley N° 19.640
4°  Que, a su turno, la prueba rendida permite concluir:

· Que las investigaciones correspondientes al financiamiento de la política fueron asumidas desde el 14 de febrero de 2015 y 11 de junio de 2015 por el Fiscal Nacional señor Sabas Chahuán Sarrás, en virtud de lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público.
· Que por resolución de 20 de julio de 2015, en la causa conocida como “Caso Penta”, RUC N° 1400637392-6, el Fiscal Nacional de la época  procedió a la separación de investigaciones, generándose una nueva bajo el RUC 1500687796-2, vinculada de alguna forma con las empresas del holding Soquimich, la que también quedó a su cargo. 
· Que con ocasión de la designación de don Jorge Abbott Charme como autoridad máxima del Ministerio Público, considerando el vínculo de parentesco por consanguinidad manifestado por él con uno de los ejecutivos de las empresas respecto de las cuales se había formalizado la referida investigación y no obstante que dicha relación no configura en todo caso ninguna causal de inhabilitación, por razones de absoluta transparencia y objetividad que rigen el actuar del Ministerio Público, el Fiscal Nacional aún en funciones dispuso que la investigación conocida como “Caso Penta” RUC N° 1400637392-6  fuera instruida por el Fiscal Regional de la Fiscalía Regional Metropolitano Oriente, en virtud de la facultad prevista en el artículo 19 de la Ley 19.640, atendida su gravedad, características, extensión y complejidad, conforme aparece de la Resolución FN/MP N°2160/2015 de 30 de noviembre de 2015. 
· Que por Resoluciones FN/MP N°2278 de 11 de diciembre de 2015 y FN/MP N° 955/2016 de 23 de mayo de 2016 y por estimar que se habían cumplido con los objetivos que ameritaron que el Fiscal Nacional de la época asumiera directamente la investigación criminal en virtud del artículo 18 de la Ley N° 19.640, el Fiscal Nacional señor Abbott designó al Fiscal Regional de la Fiscalía Regional de Valparaíso y al Fiscal Regional de la Fiscalía Regional de O’Higgins para dirigir las investigaciones a que se refieren las causas RUC 1500687796-2 (conocida como caso SOQUIMICH) y RUC 141002523-9 ( caso CORPESCA), respectivamente, disponiendo con fecha 16 de agosto de 2016 que esta última investigación fuera asumida por el Fiscal Regional de la Fiscalía Regional del Bío Bío, según aparece de la Resolución FN/MP N°1563/2016.
· Que sin perjuicio de las medidas dispuestas y detalladas precedentemente, tanto al requerimiento del entonces Senador don Hernán Larraín Fernández como al de la defensa del Imputado señor Valdés, se dio respuesta negativa, fundándose el Fiscal Nacional señor Abbott en el primer caso, en la circunstancia de encontrarse la causa RUC N° 1400637392-6, conocida como “caso Penta”,  a cargo del Fiscal Regional de la Fiscalía Regional Metropolitano Oriente y atendido dispuesto en el artículo 17 a) de la Ley 19.640; y en el segundo, su subrogante, en la inexistencia de riesgo de doble persecución penal por los mismos hechos, atendido que las indagatorias abordarían conductas distintas y autónomas; o de vulneración del derecho a defensa, de manera que no se hizo uso de la facultad prevista en el artículo 17 letra f) de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público. 
5° Que sobre la causal propuesta, esta Corte ya ha señalado que “aunque la ley no define la expresión negligencia, el Diccionario de la Real Academia de la Lengua la hace consistir en ‘descuido, omisión; falta de aplicación o diligencia’, pero existe consenso en general, en todo caso, en que la infracción de un deber configura uno de sus requisitos integrantes. Esta obligación consiste en la diligencia o cuidado en la ejecución de los propios actos de tal modo que no ocasionen daño a terceros y que respecto de los funcionarios o servidores públicos adquiere trascendencia capital en cuanto afecta su misión.

La locución ‘manifiesta’ significa ‘evidente, cuando aparezca de modo seguro y rápido, sin posibilidad de disenso y utilidad de discusión’ o con arreglo al Diccionario antes aludido, envuelve la acepción de ‘descubierto, patente, claro’.” (SCS AD 86-2005).

Asimismo, se ha tenido en consideración que de acuerdo con la historia fidedigna del establecimiento de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, la medida de remoción sólo resulta aplicable "para aquellos casos en que las causales sean gravísimas" y tratándose de faltas de menor gravedad, aunque también fueren manifiestas, "la reparación debe buscarse por la vía administrativa o de derecho común, haciendo efectivas las responsabilidades civiles y penales nacidas de actos u omisiones atribuibles a dolo o negligencia" (Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la H. Cámara de Diputados sobre Proyecto de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público; boletín N° 2152-07-1; Sesión 5°, miércoles 14 de octubre de 1998).
6° Que los acusadores han hecho residir la causal invocada, respecto del primer supuesto acreditado descrito en el fundamento 3°,  en la sola circunstancia de haber recibido el Fiscal Nacional las audiencias referidas, atendida la inhabilidad declarada espontáneamente en su proceso de designación. Sin embargo tal planteamiento desatiende, en primer término, la naturaleza de tales inhabilidades y el propósito de su establecimiento para la función privativa de los fiscales del Ministerio Público; en segundo lugar, la naturaleza de la función asignada al Fiscal Nacional en razón de su cargo; y sus atribuciones, como tercer aspecto a considerar.
7° Que la conclusión que precede tiene su sustento en el carácter de derecho estricto de las causales de interdicción de la intervención de determinadas personas en los procedimientos y actuaciones que tales prohibiciones abordan, cuyos supuestos no pueden, por razones de certeza jurídica y de eficiencia en el logro de los objetivos previstos para sus destinatarios, extenderse a extremos no cubiertos por ellas. En tales condiciones, resulta entonces necesario atender además al carácter funcional de la prohibición, la que, conforme se ha descrito, ha sido prevista fundamentalmente para el desarrollo de la labor esencial y privativa del Ministerio Público, como es el ejercicio de la acción penal pública y la conducción de los procedimientos investigativos, hasta la dictación de la sentencia de término por los tribunales de justicia. 
De esta suerte, la expresión de voluntad manifestada por el entonces postulante al cargo de Fiscal Nacional en orden a no intervenir en la investigación penal vinculada al financiamiento de la política correspondiente al caso denominado “Penta”, atiende al carácter preciso que tal conducta institucional revestía en ese momento, como quiera que a la época ella era dirigida por el Fiscal Nacional, en virtud del ejercicio de la facultad extraordinaria que consagra el artículo 18 de la Ley Orgánica. Y como prescripción de conducta autoimpuesta en aras de la transparencia - ya que los hechos que invocara no constituyen causal de inhabilidad alguna, conforme las descripciones precisas que de ellas contiene la ley- no puede estimarse que alcance a las atribuciones propias de la jefatura máxima de la institución, y menos de aquellas que le son paradigmáticas.
Corrobora la conclusión que precede la circunstancia de haberse omitido en el caso en estudio el procedimiento que al efecto prevén los artículos 56 y siguientes de la Ley Orgánica citada para la inhabilitación de los fiscales, prescripciones que dan cuenta del carácter estricto de las referidas hipótesis de interdicción, las que deben ser declaradas y materia de pronunciamiento expreso por el órgano previsto en el artículo 59.

8° Que en estas condiciones, la sola circunstancia de haber concedido las audiencias solicitadas y en las que se habría demandado su intercesión – en forma transparente y circunstanciada-   de acuerdo a los motivos explicitados, no puede configurar la hipótesis de negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones que se ha invocado, desde que se ha demostrado que tal conducta no constituyó una excepción a la política de atención de tales requerimientos por el señor Abbott, que las referidas solicitudes lo fueron en la calidad que ostenta, máxima autoridad institucional, por lo que no infringió prohibición alguna de intervención en las funciones propias de su cargo directivo,  y que analizados los términos de lo pedido, ambas peticiones fueron desechadas. La correspondiente al Senador señor Larraín, por escapar lo pedido del ámbito de sus atribuciones, lo que resulta evidente atendida la regulación que rige su desempeño y a la circunstancia que no se encontraba a cargo de dicho procedimiento; y la formulada por la defensa del señor Valdés, por no configurarse en la especie la hipótesis que permitía la intervención del Fiscal Nacional, en los términos que regula el artículo 17 f) de la Ley N° 19.640.
9° Que, a su turno, el haber dispuesto la instrucción de una causa con ocasión de los dichos de la señora Ruiz a propósito de sus denuncias referidas a las vulneraciones a los Derechos Humanos al interior de la institución y la decisión de separar a doña Claudia Muñoz de sus funciones en virtud de la causal legal citada, tampoco constituyen la hipótesis de remoción que se invoca, desde que ninguno de tales hechos ha sido asociado al quebrantamiento de un deber determinado propio del Fiscal Nacional. En efecto, la apertura del primer proceso aludido a raíz de los dichos de la representante gremial de los funcionarios lo fue a consecuencia de la comprensión de que tales afirmaciones daban cuenta de conductas susceptibles de ser indagadas en virtud de la atribución que consagra expresamente la ley, y a tal investigación fue citada la funcionaria en calidad de testigo para que aportara los antecedentes confirmatorios o que permitieran descartar la hipótesis que permitió recurrir a dicha herramienta, con los resultados ya anotados.
La interpretación que realizan los recurrentes sobre la impropiedad del ejercicio de tal atribución no resulta, entonces, admisible, al postular una tesis que no guarda relación con la calidad en que fue citada la señora Ruiz, el tenor de las consultas que le fueron efectuadas y el resultado de la indagatoria, ante la falta de antecedentes. Por otra parte, la circunstancia que el archivo del procedimiento fuera citado en el avenimiento a que se arribó en sede laboral, sólo da cuenta de la conexión que la misma causa por práctica antisindical iniciada por la directiva del organismo gremial hiciera de tal decisión de instruir el proceso con una conducta reprochable desde el punto de vista de la libertad de asociación, de manera que la alusión a la forma de concluir el proceso en el citado avenimiento – sea a quien sea atribuible su inserción en el instrumento- no altera lo concluido.
10° Que, por su parte, la decisión de separar a la señora Muñoz por la causal invocada tampoco tiene la virtud de concluir la hipótesis de remoción que se alega, desde que tal medida fue controvertida ante los tribunales de justicia, los que adoptaron las medidas correctivas del procedimiento impugnado previstas en la ley en lo que a las decisiones del Fiscal Nacional competen. Por lo expresado, sólo resta concluir que el recurso a la herramienta de remoción no es procedente en este caso, al encontrarse previstos por el ordenamiento los remedios procesales y resarcitorios proporcionales y pertinentes a la decisión que, en la sede correspondiente y con el debido resguardo de los intereses efectivamente involucrados, se declarara como no ajustada a derecho.
11° Que, por último, tampoco constituye negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones la circunstancia de haber emitido el Fiscal Nacional las expresiones que se reprochan en el curso de la cuenta pública, al contener las consideraciones que estimó pertinentes en lo referido a las dificultades que entraña la persecución de los delitos de corrupción, de cuyo tenor aparece que lo manifestado constituye un diagnóstico del efecto de las decisiones que el Ministerio Público puede adoptar en el marco de los procesos investigativos, que puede extenderse al funcionamiento de poderes del Estado, como el Congreso Nacional, señalando que tal escenario impone a los persecutores no sólo la investigación celosa y profunda de tales conductas, sino además la máxima diligencia en el ejercicio de la función para no alterar más de lo necesario el funcionamiento del poder del Estado en que se desempeñen los involucrados.
Tales dichos, como se señalara, no configuran el motivo de remoción alegado, ya que la conducta que lo constituye, de acuerdo a la conceptualización descrita en los motivos que preceden, debe encontrarse vinculada al quebrantamiento de un deber. Esta última circunstancia, en concepto de los solicitantes, se encontraría satisfecha considerando la obligación de abstención de intervenir en las investigaciones en curso que grava al Fiscal Nacional, a cargo de precisos y determinados Fiscales Regionales. Sin embargo, tal conclusión dista de ser efectiva considerando el tenor de las expresiones, su generalidad y la forma de su emisión, al comprender no sólo el llamado a la diligencia en el ejercicio de las atribuciones que la función de persecución penal entraña – mandato que, en todo caso, es imperativo de cumplir en todo orden de indagaciones- sino también su ejercicio celoso y profundo, afirmación esta última que permite comprenderlos como una pauta de comportamiento dirigida a los investigadores, sin el carácter de criterio general de actuación que regula el artículo 17 a) toda vez que no aborda ninguno de los extremos citados por dicha norma,  que no entraña orden alguna y que ha sido emitida precisamente en el marco de la actividad que la ley contempla para que la referida autoridad exprese los diagnósticos, dificultades y desafíos que ha supuesto en el período abordado el ejercicio de la tarea constitucional y legalmente encomendada. 

Por lo demás, en el libelo nada se dice en relación a la trascendencia que habría tenido, para los funcionarios públicos aludidos, tal directiva, efecto que, en todo caso, fue descartado por los testigos citados en la oportunidad procesal correspondiente, los que se refirieron a la nula intervención del requerido en las investigaciones que dirigían, circunstancia que permite descartar, por último, su gravedad.

12° Que, de acuerdo a lo expresado, en el requerimiento de fojas 1 no aparece ningún hecho constitutivo de la causal de negligencia manifiesta en el desempeño de las funciones prevista en la Constitución Política de la República y en la Ley Orgánica Constitucional, al no haberse demostrado la infracción de alguno de tales deberes, de carácter grave y manifiesto, que permita concluir la procedencia de la causal de remoción esgrimida. 


Por estas consideraciones y de conformidad con lo dispuesto en los artículos 89 de la Constitución Política de la República y 53 de la Ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público, se rechaza la petición de remoción del Fiscal Nacional don Jorge Abbott Charme, presentada por las señoras Carmen Hertz Cádiz, Claudia Mix Jiménez, Camila Rojas Valderrama, Emilia Nuyado Ancapichún, Marisela Santibáñez Novoa y Cristina Girardi Lavín, y los señores  Hugo Gutiérrez Gálvez, Gonzalo Winter Etcheberry, Gabriel Boric Font y Tomás Hirsch Goldschmidt, Diputados de la República, sin costas.

Acordada la decisión de exonerar a los solicitantes de la condena en costas, con el voto en contra de los ministros señores Aránguiz y Prado y señora Vivanco, quienes estuvieron por disponerla, en atención a lo infundado del requerimiento presentado y, por tanto, la carga estéril que ha significado su tramitación para su contraparte y para el Estado. 

Regístrese, notifíquese y hecho, archívese.

Redacción a cargo del Ministro señor Carlos Aránguiz.
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